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MINISTERIO DE AGRICULTURA,
PESCA Y ALIMENTACIÓN

14977 ORDEN de 31 de julio de 2001 por la que
se modifica la Orden de 15 de mayo de 2001,
por la que se establecen determinadas res-
tricciones al movimiento de animales de espe-
cies sensibles a la fiebre aftosa, en relación
con Irlanda del Norte.

La declaración en diversos Condados del Reino Unido
de varios focos de fiebre aftosa en animales de las espe-
cies porcina, ovina y bovina, y su extensión a otros Esta-
dos miembros, dio lugar a la adopción por la Comisión
de la Unión Europea de diversas Decisiones establecien-
do medidas de protección contra la fiebre aftosa, estando
en vigor actualmente la Decisión 2001/327/CE, relativa
a las restricciones impuestas al movimiento de animales
de las especies sensibles en lo que respecta a la fiebre
aftosa, cuya última modificación la constituye la Decisión
2001/488/CE, de 28 de junio.

En España, para evitar la entrada y difusión de la
enfermedad, se aprobó la Orden de 28 de febrero de
2001, por la que se adoptan medidas cautelares en rela-
ción con la fiebre aftosa. Posteriormente, ante la evo-
lución de la enfermedad y como respuesta a las medidas
adoptadas a nivel comunitario se han venido aprobando
sucesivas Órdenes en relación con la citada enfermedad,
la última de las cuales ha sido la de 15 de mayo de
2001, por la que se establecen determinadas restric-
ciones al movimiento de animales de especies sensibles
a la fiebre aftosa, parcialmente modificada mediante
Órdenes de 23 de mayo, 4 de junio, 27 de junio y 24
de julio de 2001.

A la vista de la evolución de la enfermedad en Irlanda
del Norte y de la ausencia de focos, procede en este
momento modificar el anexo de la Orden de 15 de mayo
de 2001, eliminando la referencia a Irlanda del Norte.

La presente Orden se dicta al amparo de lo dispuesto
en el artículo 149.1.16.a de la Constitución, por el que
se atribuye al Estado la competencia exclusiva en materia
de bases y coordinación general de la sanidad.

En su virtud, dispongo:

Artículo único. Modificación de la Orden de 15 de
mayo de 2001.

El texto del anexo de la Orden de 15 de mayo de
2001, por la que se establecen determinadas restric-
ciones al movimiento de animales de especies sensibles
a la fiebre aftosa, se sustituye por el siguiente:

«En el Reino Unido:

Todas las regiones de Gran Bretaña.»

Disposición final única. Entrada en vigor.

La presente Orden entrará en vigor el mismo día de
su publicación en el «Boletín Oficial del Estado».

Madrid, 31 de julio de 2001.

ARIAS CAÑETE

14978 ORDEN de 31 de julio de 2001 por la que
se modifican las condiciones de movimiento
de ganado porcino con destino a matadero,
recogidas en la Orden de 10 de julio de 2001,
por la que se establecen medidas cautelares
adicionales para el control de la peste porcina
clásica en España.

La declaración inicial en la provincia de Lleida de
peste porcina clásica hizo necesario adoptar una serie
de medidas cautelares para evitar la difusión de la enfer-
medad, mediante Orden de 15 de junio de 2001, por
la que se establecen medidas de control en relación
con la aparición de la peste porcina clásica en España,
de aplicación hasta el 30 de junio, inclusive, de 2001.

Mediante la Orden de 10 de julio de 2001, por la
que se establecen medidas cautelares adicionales para
el control de la peste porcina clásica en España, y como
medida urgente de control para evitar la propagación
de esta enfermedad, se prohibió el movimiento de ani-
males de la especie porcina, con la excepción del que
se realice directamente desde la explotación de origen
y con destino a matadero para sacrificio inmediato. Dicha
Orden ha sido modificada, para excepcionar de la pro-
hibición el movimiento de lechones para el engorde y
el de animales con destino a reproducción, mediante
Órdenes de 17 y 25 de julio de 2001.

Todo ello, sin perjuicio de la plena aplicación del resto
de requisitos que, para el movimiento de animales de
la especie porcina en España, vienen impuestos por la
normativa comunitaria, en la actualidad, la Decisión
2001/532/CE, de la Comisión, de 13 de julio, relativa
a determinadas de protección contra la peste porcina
clásica en España y por la que se deroga la Decisión
2001/491/CE. La citada Decisión, en el segundo guión
de la letra c) del apartado 1 de su artículo 1, dispone
que para el movimiento de animales será preciso que
procedan de una explotación en la que no hayan entrado
cerdos vivos en el período de treinta días inmediata-
mente anterior al envío de la remesa. No obstante, en
el último párrafo del citado apartado se faculta a España
para establecer excepciones a dicho requisito en relación
con los cerdos destinados al sacrificio que se envíen
a mataderos ubicados en España. En este sentido, y en
consideración a la favorable evolución de la enfermedad
en España, procede hacer uso de la citada previsión reba-
jando a quince días dicho período en tal supuesto.

En consecuencia, se dicta la presente Orden de acuer-
do con lo establecido en el artículo 149.1.16.a de la
Constitución, por el que se atribuye al Estado la com-
petencia exclusiva en materia de bases y coordinación
general de la sanidad.

En su virtud, dispongo:

Artículo único. Modificación de la Orden de 10 de julio
de 2001.

Se añade un apartado 4 al artículo 1 de la Orden
de 10 de julio, por la que se establecen medidas cau-
telares adicionales para el control de la peste porcina
clásica en España, con la siguiente redacción:

«4. No obstante lo dispuesto en el apartado
anterior, en el supuesto de expediciones de ani-
males de la especie porcina con destino a matadero
ubicado dentro del territorio nacional para su sacri-
ficio inmediato, no deberán haber entrado animales
vivos de la especie porcina en la explotación duran-
te un período de quince días, inmediatamente ante-
rior al envío de la remesa.»
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Disposición final única. Entrada en vigor.

La presente Orden entrará en vigor el mismo día de
su publicación en el «Boletín Oficial del Estado».

Madrid, 31 de julio de 2001.

ARIAS CAÑETE

COMUNIDAD AUTÓNOMA
DE GALICIA

14979 LEY 7/2001, de 2 de julio, de control en mate-
ria de creación y reconocimiento de univer-
sidades, centros universitarios y autorización
de estudios en la Comunidad Autónoma de
Galicia.

La Comunidad Autónoma de Galicia, en virtud de lo
dispuesto en el artículo 31 del Estatuto de autonomía,
tiene competencia plena para la regulación y adminis-
tración de la enseñanza en toda su extensión, niveles
y grados, modalidades y especialidades, incluyendo, por
tanto, los estudios universitarios. Esta competencia se
desarrolla en los términos previstos en el Real Decre-
to 1754/1987, de 18 de diciembre, sobre traspaso a
la Comunidad Autónoma de Galicia de los servicios e
instituciones y medios personales, materiales y presu-
puestarios en materia de universidades. Por su parte,
la Ley orgánica 11/1983, de 25 de agosto, de reforma
universitaria, establece en su artículo 9.2º que la auto-
rización de estudios y la creación y supresión de centros
universitarios es una competencia propia de la Comu-
nidad Autónoma, a propuesta del consejo social de la
respectiva universidad y previo informe del Consejo de
Universidades.

Posteriormente, la Ley 11/1989, de 20 de julio, de
ordenación del sistema universitario de Galicia, estable-
ce, en su artículo 11, que la coordinación y la plani-
ficación del sistema universitario de Galicia correspon-
den a la Consellería de Educación y Ordenación Uni-
versitaria, que contará a estos efectos con el Consejo
Universitario de Galicia como órgano de asesoramiento
y consulta, según lo dispuesto en el artículo 10 de la
Ley 5/1987, de 27 de mayo, del Consejo Social de la
Universidad y del Consejo Universitario de Galicia.

El Ministerio de Educación y Ciencia, en el Real Decre-
to 557/1991, de 12 de abril, estableció las condiciones
para crear y reconocer centros universitarios, públicos
y privados, que impartan estudios con carácter oficial
y validez en todo el territorio nacional, o conducentes
a títulos conformes a sistemas vigentes en el extranjero,
ya sean éstos homologados, no homologados u homo-
logables con los del sistema educativo español.

En su virtud, la Comunidad Autónoma de Galicia reguló
las directrices propias encaminadas a mantener las pro-
pias competencias, publicando el Decreto 259/1994,
de 29 de julio, por el que se establece el procedimiento
para creación y reconocimiento de universidades, cen-
tros universitarios y autorizaciones de estudios en Galicia.

En función de esta disposición, cualquier entidad que
pretenda la creación, el reconocimiento o la adscripción
de un centro universitario, o la implantación de estudios
de este nivel en la Comunidad Autónoma de Galicia,
necesita de la previa autorización de la Comunidad Autó-
noma, previo informe consultivo del Consejo Universi-
tario de Galicia.

Los esfuerzos para conseguir una enseñanza univer-
sitaria de calidad que se hacen desde la administración,
las universidades y las entidades promotoras autorizadas
deben obtener la correspondiente rentabilidad, por lo
que se hace necesario promulgar una ley que vele por
la calidad del sistema universitario y que ampare, simul-
táneamente, los derechos de los alumnos y los intereses
de los empresarios y profesionales del sector y que sea,
a la vez, un instrumento útil para evitar las actividades
no autorizadas.

La problemática que surge con las instituciones que
están actuando al margen de la ley viene determinada
por la ausencia, tanto a nivel estatal como autonómico,
de una legislación sancionadora con que hacer frente
a la impartición de estudios universitarios sin contar con
la preceptiva autorización, normativa que debe recoger
la correspondiente sanción administrativa, de forma que
pudiera abrirse el correspondiente expediente sanciona-
dor y se requiriera a estas instituciones para cesar en
su actividad.

Por otra parte, el artículo 127 de la Ley 30/1992,
de 26 de noviembre, de régimen jurídico de las admi-
nistraciones públicas y del procedimiento administrativo
común, modificada por la Ley 4/1999, establece que
la potestad sancionadora de las administraciones públi-
cas que reconoce la Constitución se ejercerá cuando
haya sido expresamente atribuida por una norma con
rango de ley. La regulación por ley formal de la materia
sancionadora de enseñanza de nivel universitario en la
Comunidad Autónoma de Galicia hace efectivo el prin-
cipio de tipicidad y legalidad de infracciones adminis-
trativas, regulando las infracciones y sus correspondien-
tes sanciones.

El sentido finalista que toda norma sancionadora de
carácter administrativo ha de procurar es un criterio sos-
tenido de forma reiterada y constante en la jurispruden-
cia del Tribunal Constitucional. Coherente con ello, la
presente ley tiene como finalidad conseguir una ade-
cuada protección de la calidad en el sistema universitario
de Galicia. Con esta nueva ley se garantiza la eficacia
en el procedimiento, a la vez que se regula un proceso
ágil y no dilatorio, que respeta los principios que el Tri-
bunal Constitucional consagra y que deben estar pre-
sentes en este tipo de normas sancionadoras, como son
la audiencia del interesado, la propuesta de pruebas o
la presunción de inocencia. El carácter pragmático que
se pretende con este nuevo texto se refleja al tener en
cuenta los criterios que modulan y gradúan las sancio-
nes.

Esta norma respeta, en fin, los principios de legalidad,
tipicidad, non bis in idem, proporcionalidad, libre acceso
a la tutela judicial y a las garantías procedimentales y
los principios definidores y limitadores de la potestad
sancionadora de los poderes públicos, a la vez que no
supone ninguna invasión de las competencias de otras
áreas de la administración.

Por todo lo expuesto, el Parlamento de Galicia y yo,
de conformidad con el artículo 13.2º del Estatuto de
Galicia y con el artículo 24 de la Ley 1/1983, de 23
de febrero, reguladora de la Xunta y de su presidente,
promulgo en nombre del Rey, la Ley de control en materia
de creación y reconocimiento de universidades, centros
universitarios y autorización de estudios en la Comunidad
Autónoma de Galicia.

CAPÍTULO I

Disposiciones generales

Artículo 1. Objeto de la ley.

1. La presente ley tiene por objeto tipificar las infrac-
ciones y sanciones en materia de creación y recono-


